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      CASILLERO JUDICIAL NRO. 1477

SE LE HACE SABER LO QUE SIGUE:

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

SECRETARIA GENERAL

RESOLUCIÓN No. 098-2000-TP

“EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En el caso asignado con el No.  1000-99-TC,

ANTECEDENTES:  El doctor Leoncio Patricio Pazmiño Freire, previo el informe favorable emitido por el Defensor del Pueblo y constante en el oficio No. 2099 de 28 de Septiembre de 1999, y que obra de fojas 175 a 176 de los autos, comparece manifestando que:  El doctor Jamil Mahuad W. Mediante oficio No. SPYC-99-90579 de 25 de marzo de 1999 dirigido al Director del Registro Oficial remite el presupuesto del Gobierno Central de 1999, aprobado por el H. Congreso Nacional según resolución s/n de 11 de febrero de 1999, a efecto de que proceda a la publicación.

Señala el actor que el Congreso Nacional en la reforma No. 9, aprobada el 11 de febrero de 1999 al referirse a los egresos destinados para los sectores sociales se limita a señalar que “serán cuantificados de acuerdo a las disposiciones constitucionales”, y que el Presidente de la República al enviar la Proforma del Presupuesto para 1999  con un monto específico en el rubro de ingresos para la Salud, y que el Congreso al no reformar este Presupuesto ajustándole a las disposiciones constitucionales ha incurrido en una flagrante violación a las garantías y derechos constitucionales, por lo que la demanda que plantea se ajusta a lo que dispone el “literal 1” (sic) del artículo 276 de la Constitución.

El actor, más adelante dice que el Ecuador ha enfrentado en los últimos tiempos factores negativos en lo referente a la salud, mortalidad infantil, bajo peso al nacer, muerte de las madres, sin embargo de lo cual, los gobiernos han disminuido el presupuesto de la salud de una manera drástica a decir de la OMS, siendo por el momento uno de los presupuestos más bajos en toda América Latina, lo cual se ve confirmado con el informe del FMI elaborado al respecto en julio de 1999, y que entre 1985 y 1997 el porcentaje de población rural, con acceso a los servicios médicos decayó en la mitad, teniendo como resultado que el 70% de las muertes de personas entre 1 y 4 años es evitable, acotando datos de los que aparece que el proceso de decaimiento  de la salud preventiva es alarmante, concluyendo con el dato de que en el Ecuador se mantiene la tasa más alta de rabia humana en toda América Latina, y que en empobrecimiento del país implica crecientes privaciones alimentarias y de vivienda que afectan a su estado de salud por ende limitan el acceso a los servicios curativos, quedando evidente que el MSP tiene una capacidad de atención de apenas el 30% de la población frente al 52% de total pobreza que tiene el país, lo cual contrasta con la disposición constitucional contenida en el artículo 46 que dispone que el presupuesto de la salud se debe incrementar en el mismo porcentaje que se incrementen los ingresos corrientes.

Fundamenta su demanda el actor en que la Constitución señala en su artículo 3 que el deber fundamental del Estado es la protección de los Derechos Humanos y la Seguridad Social, así como erradicar la pobreza, y que el artículo 42 de la Constitución señala el derecho que tienen los ciudadanos a la salud, agua potable y saneamiento básico, destacando que el segundo inciso del mencionado artículo constitucional señala que “La asignación fiscal para la salud pública se incrementará anualmente en el mismo porcentaje en que se aumenten los ingresos corrientes totales del presupuesto del gobierno central.  No habrá reducciones presupuestarias en esta materia”.

Bajo estos presupuestos, el actor señala que la decisión adoptada al aprobar el presupuesto para el año de 1999 en el rubro salud elimina la esencia de la obligación jurídica del gobierno y órganos del Estado al no atender la necesidad de la satisfacción de esta necesidad básica, y que mientras en el presupuesto del año de 1998, se estableció un monto equivalente al 4.09%, en el que corresponde al año de 1999, se determino un monto de 3,81% del que se desprende la reducción ocurrida.  Y que, por lo mismo no se observó el mandato constitucional.  En consecuencia, dice el actor, que se han producido violaciones a los artículos 3, inciso segundo, 17, 42, 46, inciso segundo 163, y 171 inciso primero de la Constitución por lo que solicita que el Tribunal Constitucional declare la inconstitucionalidad por el fondo y la forma del Presupuesto del Gobierno Central para el año de 1999 en el rubro correspondiente al sector Salud.

Mediante providencia de 21 de diciembre de 1999, la Primera Sala del Tribunal Constitucional avoca conocimiento de la causa, en calidad de Comisión, y dispone que se corra traslado con la demanda a los señores Presidente Constitucional de la República, y Presidente del Congreso Nacional para que la contesten en el plazo de 15 días, quienes proceden a contestar de la siguiente manera:

El Presidente del Congreso Nacional luego de negar pura y simplemente los fundamentos de hecho y de derecho de la demanda puesto que el acto legislativo, Presupuesto General del Estado, correspondiente al año de 1999 fue dictado de conformidad con el ordenamiento constitucional, legal, presupuestario y con la realidad nacional económica que vivimos, y que, siendo un instrumento de política fiscal busca lograr la estabilidad, armonía, crecimiento económico y lograr el desarrollo social y, en lo relativo al aspecto contentivo de la demanda, se puede observar que ha existido un incremento porcentual en su valor total, pero que se encuentra sujeto a la existencia de fondos y de ciertos factores externos que inciden directa y drásticamente en su ejecución y disponibilidad.

Agrega el demandado que, la Ley General de Presupuesto determina las “normas generales que rigen la programación, formulación, aprobación, ejecución control, evaluación y liquidación de los presupuestos del sector público”, a la vez que deja en libertad a la función ejecutiva las normas técnicas que serán establecidas por la correspondiente secretaría de Estado, lo cual es el espíritu del artículo 13 de la referida ley, y que el artículo 21 de la misma ley, establece que los presupuestos de las entidades y organismos señalados en el artículo 2 de tal cuerpo legal, entrarán en vigencia y serán obligatorios para ellos a partir del 1 de enero  de cada año, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial; y que las Normas Reglamentarias sobre Ejecución del Presupuesto del Estado, establece que la ejecución con respecto a cada entidad se lo hará en base a los programas de ejecución presupuestaria que cada institución debe elaborar, de todo lo cual se advierte que el Congreso Nacional ha actuado con apego a la Constitución y a la  ley y fundamentalmente en acatamiento a los preceptos de los artículos 130, numeral 13, artículos 243, 258, 259, 260 y 272 de la Constitución y de la Ley de Presupuesto del Sector Público, así como las Normas Reglamentarias sobre Ejecución del Presupuesto del Estado por lo que la demanda que ha sido planteada deber ser desechada por el Tribunal Constitucional.

Por su parte, el Presidente Constitucional de la República al contestar la demanda niega los fundamentos de hecho y de derecho de ella; y, señala que esa demanda es improcedente ya que el Presupuesto General del Estado debe ser analizado desde 3 puntos de vista, el primero como un instrumento político de gobierno ya que programa un ordenamiento racional de la actividad financiera contenida en una autorización legislativa; el segundo desde el punto de vista económico, como instrumento de planificación y desarrollo  y un elemento activo de la política económica; y el tercero, referente a la calidad jurídica que él tiene, como instrumento normativo, de tal forma que en realidad tiene el carácter de una ley.

Acota el demandado que el presupuesto del año 1999 ya fue aplicado, y que ahora rige otro presupuesto, el correspondiente al año 2000, publicado en el Registro Oficial, Edición Especial No. 2 de 19 de enero del año en curso, por lo que mal se pueden suspender los efectos de un instrumento legal ya extinguido por cumplimiento del plazo de su vigencia.

Alega el compareciente que el instrumento objeto de demanda de inconstitucionalidad es legal, legítimo y sobre él no existe violaciones constitucionales, ya que si bien la Carta Suprema establece enunciados de orden general, el Presupuesto responde a un complejo proceso técnico ya que su cálculo y estructura no dependen de la simple sumatoria de ingresos y gastos con sujeción a la ley, y que por lo dicho, no se trata de una proforma presupuestaria como afirma el actor, sino de un instrumento aplicado y concluido, razones por las cuales debe ser desechada la demanda.

CONSIDERANDO:

Que el pleno del Tribunal es competente para conocer y resolver el presente caso de conformidad con lo que dispone el numeral 1 del artículo 276 de la Constitución y lo previsto por el numeral 1ro del artículo 12 y artículo 62 de la Ley del Control Constitucional;

Que no se ha omitido solemnidad sustancial alguna que pueda incidir en la resolución de la causa, por lo que se declara su validez;

Que, el numeral 1ro. del artículo 276 de la Carta Fundamental concede al Tribunal Constitucional la facultad para analizar y declarar la inconstitucionalidad de fondo o de forma de leyes orgánicas y ordinarias, decretos-leyes, decretos, ordenanzas, estatutos, reglamentos y resoluciones, emitidos por órganos de las instituciones del Estado, y suspender total o parcialmente sus efectos;

Que, el Presupuesto General del Estado, en realidad es un instrumento económico que tiene una duración concreta y determinada, del primero de enero al treinta y uno de diciembre de cada año, y si bien de manera expresa no se señala ni se determina que se trata de una ley, por sus características tanto de formulación, tratamiento, aprobación y expedición, tiene el mismo que se da a una ley, en tanto que por los efectos de su aplicación, en cuanto a la sujeción que se debe tener a él para todo el comportamiento de la administración pública es un cuerpo legal cuya inobservancia deviene en acciones punibles en contra de quien no lo ha observado;

Que, la demanda en la forma cono ha sigo propuesta hace referencia a una proforma presupuestaria, la que dejó de ser tal mediante Resolución de 11 de febrero de 1999 dictada por el Congreso Nacional, la que se halla publicada en  el Registro Oficial de 15 de abril de 1999, y cuya vigencia concluyó el 31 de diciembre de ese mismo año, por lo que esta ley efímera que nace y muere cada año, y que tiene vigencia exclusivamente para este período, al momento en que los demandados procedieron a dar contestación a la demanda, ya se había extinguido por el paso del tiempo y la vigencia de una nueva norma legal, el Presupuesto General del Estado vigente para el año 2000, de tal forma que no es procedente analizar ni pronunciarse sobre un cuerpo normativo cuya vigencia no solamente que concluyó, sino que con respecto a él ya se están actuando procesalmente las medidas de control de auditoría y contabilidad, por lo que de declararse, en un supuesto, la inconstitucionalidad de este presupuesto, aquello conllevaría la inconstitucionalidad de todo lo ejecutado en el año de 1999 por parte del sector salud incluyendo pago de remuneraciones, adquisiciones de todo orden y, por cierto la recaudación tributaria que para y sobre ese aspecto se ha efectuado; 

Que, por otro lado, el Presupuesto General del Estado, en stricto sensu, no es una ley, aunque tiene las características de ella, no es una ordenanza, ni es una resolución, por lo que no se ajusta a ninguna de las opciones que determina el numeral 1 del artículo 276 de la Constitución;

En ejercicio de sus atribuciones,

RESUELVE:

Archivar la demanda planteada por el doctor Leoncio Patricio Pazmiño Freire, por cuanto la acción de inconstitucionalidad carece de materia.-  Notifíquese”.

Dr. René de la Torre Alcívar

PRESIDENTE

Razón:  Siento por tal, que la resolución que antecede fue aprobada por el Tribunal Constitucional con el voto favorable de ocho señores Vocales, unanimidad y con la ausencia del doctor Guillermo Castro Dáger, en sesión del día miércoles siete de junio del año dos mil.-  Lo certifico.

Dr. Fausto Garcés Pástor

SECRETARIO GENERAL

